
	

	
	
	 	
 
 
Artículo 83.  
El Tribunal Electoral podrá declarar la nulidad de una elección de 
diputaciones, Ayuntamientos, gubernatura, de magistraturas o de 
personas juzgadoras, cuando se hayan cometido en forma 
generalizada violaciones sustanciales y graves en la jornada 
electoral de acuerdo con las causales de nulidad previstas en esta 
ley, en el municipio, distrito, distrito judicial o en la entidad, siempre 
y cuando Estas se encuentren plenamente acreditadas y se 
demuestre que las mismas fueron determinantes para el resultado 
de la elección, salvo que las irregularidades sean imputables a los 
partidos promoventes, sus candidaturas o las candidaturas 
judiciales.  
 
Artículo 83 bis.  
Las elecciones locales serán nulas por violaciones graves, dolosas y 
determinantes en los casos previstos en la Base VI del artículo 41 de 
la Constitución General.  
Dichas violaciones deberán acreditarse de manera objetiva y 
material. Se presumirá que las violaciones son determinantes 
cuando la diferencia entre la votación obtenida entre el primero y el 
segundo lugar sea menor al cinco por ciento.  
En caso de nulidad de la elección, se convocará a una elección 
extraordinaria, en la que no podrá participar la persona sancionada.  
Se entenderá por violaciones graves, aquellas conductas irregulares 
que produzcan una afectación sustancial a los principios 
constitucionales en la materia y pongan en peligro el proceso 
electoral y sus resultados.  
Se calificarán como dolosas aquellas conductas realizadas con pleno 
conocimiento de su carácter ilícito, llevadas a cabo con la intención 
de obtener un efecto indebido en los resultados del proceso electoral.  
Para efectos de lo dispuesto en la Base VI del artículo 41 de la 
Constitución General, se presumirá que se está en presencia de 
cobertura informativa indebida cuando, tratándose de programación 
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y de espacios informativos o noticiosos, sea evidente que, por su 
carácter reiterado y sistemático, se trata de una actividad 
publicitaria dirigida a influir en las preferencias electorales de los 
ciudadanos y no de un ejercicio periodístico.  
A fin de salvaguardar las libertades de expresión, información y a fin 
de fortalecer el Estado democrático, no serán objeto de inquisición 
judicial ni censura, las entrevistas, opiniones, editoriales, y el 
análisis de cualquier índole que, sin importar el formato sean el 
reflejo de la propia opinión o creencias de quien las emite. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Referencia: 
Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. (2024). Ley de 

Medios de Impugnación en Materia Político-Electoral y de 
Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Obtenido de: 
https://www.congresocoahuila.gob.mx/transparencia/03/Leyes_C

oahuila/coa110.pdf 
 


